
La

EXTINCIÓN
DE DOMINIO
en el marco de los
estándares e instrumentos
internacionales



La publicación La extinción de dominio en el marco de los estándares e instrumentos internacionales 

es un producto de conocimiento elaborado en el marco del Programa de Fortalecimiento de la 

Gestión de las Finanzas Públicas a nivel Subnacional en el Perú (2024-2028), que cuenta con el 

apoyo de Suiza, a través de su Cooperación Económica, y es implementado por el Basel Institute on 

Governance.

Editado por:       Basel Institute on Governance - Sucursal Perú

           Av. Jorge Basadre 870, San Isidro

           Lima, Perú

           T (+51) 977 187 775

           www.baselgovernance.org

           www.gfpsubnacional.pe

Con apoyo de:      Suiza, a través de su Cooperación Económica

           Embajada Suiza

           Av. Salaverry 3240, San Isidro, Lima, 27

           T (+51 1) 264 0305

           seco.lima@sdc.net

           www.cooperacionsuiza.pe/seco

           www.seco.admin.ch

Elaboración de contenidos:  Sergio Jiménez Niño,

           Jhanira Yamali Morales Aniceto,

           Walther Javier Delgado Tovar,

           Joseph Celso Domínguez Miñano,

           Sergio Enrique Rodríguez Salinas,

           Deily Arlene Pereda Rodríguez,

           Michel Martin Risco Solis. 

Revisión de contenidos:   Centro de Gestión de Conocimiento - ICAR Latam

Corrección de estilo:    Gerson Rivera Cisneros

Apoyo editorial:      Romina Cruz Valencia

Diseño y diagramación:   Percy López

ISBN: 978-612-49673-4-4

Primera edición: Lima, mayo de 2026

Publicación digital

Hecho el depósito legal en la Biblioteca Nacional del Perú: N.° 2026-05935

Se autoriza la reproducción total o parcial de este documento, siempre y cuando se mencione la 

fuente. Distribución gratuita. Prohibida su venta.



3

La extinción de dominio
en el marco de los estándares e

instrumentos internacionales



El contenido de esta publicación no refleja, necesariamente, la opinión del

Basel Institute on Governance, de la Universidad de Basilea o del Gobierno suizo.



Prólogo

Durante 2025, el alcance de la extinción de dominio fue objeto de modificaciones 

legislativas y su legitimidad, materia de un amplio debate constitucional. Ambos sucesos 

apuntaron a clarificar los límites de esta figura jurídica, con el propósito de consolidarla 

como un instrumento legítimo y eficaz dentro de la política criminal frente al crimen 

organizado.

En este escenario, el Programa de Fortalecimiento de la Gestión de las Finanzas Públicas a 

nivel Subnacional en el Perú (2024-2028), de la Embajada Suiza en el Perú, a través de su 

Cooperación Económica e implementado por el Basel Institute on Governance, elabora el 

tercer número de esta publicación académica, con el propósito de contribuir al estudio 

continuo de la extinción de dominio, abordándola, en esta ocasión, desde la perspectiva 

regional e internacional del decomiso sin condena.

En esa línea, la presente publicación aborda, con rigurosidad y agudeza analítica, el 

anclaje supranacional de esta vital herramienta. A lo largo de los diferentes artículos, los 

autores examinan detalladamente cómo diversos instrumentos ꟷtales como la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y las recomendaciones del 

Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI)ꟷ, junto con ordenamientos jurídicos 

extranjeros, han cimentado las bases normativas para su progresiva adopción global. El 

texto pone de relieve la importancia de la armonización legislativa para rastrear, asegurar 

y recuperar activos ilícitos en un mundo interconectado.

Entregar a la comunidad jurídica un estudio de esta envergadura resulta no solo 

oportuno, sino indispensable para el debate contemporáneo. Esta publicación se erige 

como una brújula dogmática y práctica para jueces, fiscales, legisladores y estudiosos del 

derecho que se enfrentan a la compleja tarea de interpretar, adaptar y aplicar estos 

estándares globales dentro de sus respectivas jurisdicciones.

Finalmente, invito al lector a adentrarse en estas páginas con la certeza de que encontrará 

en ellas un análisis exhaustivo, crítico y propositivo, destinado a fortalecer la figura de la 

extinción de dominio.

Sergio Jiménez Niño
Coordinador temático del Componente

de Recuperación de Activos

Programa GFP Subnacional

Embajada Suiza en el Perú y su Cooperación Económica
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La recuperación de activos ilícitos se ha consolidado, en las dos últimas décadas, como la 

columna vertebral de la política criminal contemporánea frente al crimen organizado, la 

gran corrupción y la criminalidad económica transnacional. En ese desarrollo, el 

decomiso sin condena ꟷy, en su expresión latinoamericana, la extinción de dominioꟷ ha 

pasado de ser una herramienta de aplicación incipiente a constituir un estándar 

internacional reconocido por las convenciones de las Naciones Unidas, las 

recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC)¹ y la práctica constante de los 

Estados. Esta evolución ha sido fruto del esfuerzo paralelo de los ordenamientos 

domésticos por traducir esos estándares en marcos normativos operativos, capaces de 

afectar la economía ilícita con eficacia y, a la vez, dentro de los límites del Estado 

constitucional de derecho.

El Perú ocupa, en esa cartografía regional, un lugar singular. Su subsistema especializado 

de extinción de dominio se erigió, desde la entrada en vigor del Decreto Legislativo 1373, 

como una de las experiencias más destacadas de la región, generando casos 

emblemáticos de cooperación judicial internacional con jurisdicciones como Suiza y 

Luxemburgo, así como una jurisprudencia doméstica progresivamente consolidada. No 

obstante, los acontecimientos legislativos y constitucionales de 2025 ꟷla Ley 32326 y la 

sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente 00008-2024-PI/TCꟷ han 

reabierto el debate sobre el alcance, la naturaleza y los límites del instituto, planteando 

interrogantes que exigen ser abordados con rigor técnico y con una mirada atenta a la 

experiencia comparada.

Es en este escenario que se inscribe el tercer número de la presente publicación 

académica, La extinción de dominio en el marco de los estándares e instrumentos 

internacionales, producida en el marco del Programa de Fortalecimiento de la Gestión de 

las Finanzas Públicas a nivel Subnacional en el Perú (2024-2028), de la Embajada Suiza, a 

través de su Cooperación Económica, e implementado por el Basel Institute on 

Governance. Los siete trabajos que la integran abordan, desde distintas aristas, el anclaje 

supranacional de la extinción de dominio: su relación con las convenciones de Viena, 

Palermo y Mérida; su correspondencia con la Ley Modelo de la UNODC; su 

compatibilidad con la recomendación 4 del GAFI (decomiso y medidas provisionales); el 

diálogo con figuras afines, como el decomiso preventivo (confisca di prevenzione) italiano 

y el civil forfeiture estadounidense; y, finalmente, su examen constitucional a la luz de la 

experiencia regional latinoamericana.

¹ United Nations Office on Drugs and Crime.



El valor agregado de esta obra reside en la reconstrucción ordenada de los estándares 

internacionales aplicables ꟷtarea de por sí necesariaꟷ y, principalmente, en el esfuerzo 

deliberado de sus autores por identificar, comentar y poner a prueba los casos locales a la 

luz de esos estándares. Cada capítulo articula, con rigurosidad, el plano normativo 

internacional con la realidad operativa peruana: las medidas cautelares concretas 

reguladas por la ley nacional, los problemas reales de administración de bienes 

incautados a cargo del PRONABI, las decisiones del subsistema especializado, las salidas 

que ofrece la cooperación judicial internacional en casos emblemáticos y los efectos 

prácticos de la reciente reforma. Este anclaje en la práctica doméstica es, precisamente, lo 

que distingue al volumen de un comentario exegético al uso y lo convierte en una 

herramienta útil para jueces, fiscales, procuradores, legisladores y académicos 

enfrentados a la tarea concreta de aplicar, interpretar o reformar la figura.

La obra reúne a profesionales con trayectorias consolidadas en la asistencia técnica 

internacional y la formación de operadores de justicia, junto con autores jóvenes que 

aportan miradas frescas, hipótesis críticas y aproximaciones comparadas novedosas. 

Convergen, además, la experiencia de la práctica ꟷforjada en el trabajo cotidiano con 

fiscalías, procuradurías y juzgadosꟷ y la reflexión académica nutrida por estudios de 

posgrado en universidades peruanas y extranjeras. Esta combinación es la garantía de 

que los argumentos vertidos en estas páginas no se quedan en la abstracción dogmática 

ni se reducen al pragmatismo del expediente. El intercambio entre generaciones y entre 

roles produce, en cambio, un análisis que recoge la complejidad real del fenómeno y 

propone soluciones técnicamente viables.

La extinción de dominio peruana atraviesa, sin duda, un momento de redefinición. En ese 

tránsito, contar con una obra que dialoga con el derecho internacional, examina 

críticamente la experiencia comparada y, sobre todo, somete las decisiones y los 

problemas locales al escrutinio de los estándares globalmente reconocidos constituye un 

aporte oportuno e indispensable. El lector encontrará en estas páginas, más que 

respuestas cerradas, un marco analítico riguroso para seguir construyendo, con cautela y 

con consensos, una política de recuperación de activos a la altura del compromiso 

internacional que el Perú ha asumido.

Oscar Solórzano
Director del International Centre for Asset Recovery (ICAR)

del Basel Institute on Governance - Latinoamérica
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El decomiso sin condena en

las convenciones de las

Naciones Unidas
Sergio Jiménez Niño

Resumen

El artículo examina si la extinción de dominio peruana tiene una base convencional directa en las 

convenciones de Viena, Palermo y Mérida. A partir de las reglas de interpretación de los tratados y de sus 

trabajos preparatorios, se sostiene que las dos primeras no reconocen el decomiso sin condena, mientras 

que la Convención de Mérida lo contempla como una medida facultativa y vinculada a la cooperación 

internacional. En consecuencia, se concluye que la extinción de dominio no deriva de un mandato 

convencional, aunque ello no afecta su validez constitucional ni su legitimidad como herramienta de 

política criminal.

13

Sumario

La extinción de dominio en el marco de los estándares e instrumentos internacionales

Introducción

1. Interpretación de las convenciones.

2. El decomiso sin condena en las convenciones de Viena y Palermo.

3. El decomiso sin condena en la Convención de Mérida.

4. Excurso: ¿sin convenciones no hay extinción?

Conclusiones

Referencias



Introducción

Es posible que la llamada constitucionalización del derecho (Landa Arroyo 

2013, 13) motive a los operadores del sistema de justicia a buscar la armonía 

entre un determinado instituto material o procesal y alguna regla o principio 

constitucional, a fin de dotar de mayor solidez su existencia o a su aplicación.

Esta tendencia, más que una buena práctica, constituye un mandato 

imperativo, pues reconoce a la Constitución como fuente suprema del 

derecho y permite construir un ordenamiento jurídico sólido, no solo de 

forma vertical, sino también transversal, en tanto exige que todas las normas 

armonicen entre sí al hacerlo con la Constitución.

A este trabajo se suma uno adicional: buscar la correspondencia o "base" en 

alguna convención que, de manera directa o indirecta, haga referencia a un 

determinado instituto o procedimiento objeto de estudio. Una vez más, 

saludamos esta tendencia.

Por lo expresado, es posible que algunos textos de la especialidad y 

operadores del subsistema de extinción de dominio señalen a las 

convenciones internacionales (Viena², Palermo³ y Mérida⁴, entre otras), no 

solo como base del instituto del decomiso sin condena, sino del Decreto 

Legislativo 1373. Esta idea ha sido recibida de forma unánime por las tres 

salas de apelaciones del subsistema de extinción de dominio en el Perú.

Así pues, el análisis de la frase "la extinción de dominio tiene base 

convencional" ocupará estas líneas, con énfasis en la Convención de Mérida, 

donde se hace referencia expresa al decomiso sin condena.

² Convención de las Naciones Unidas Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (1988).

³ Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (2000).

⁴ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003).
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Un buen punto de partida para determinar si una 

regla o principio contenido en una convención 

internacional tiene el alcance que se le atribuye 

consiste en responder la siguiente pregunta: 

¿cómo se interpretan las convenciones interna-

cionales? La Convención de Viena⁵, en sus 

artículos 31 y 32, establece ciertas directrices:

 31. Regla general de interpretación.

 1.  Un tratado deberá interpretarse de buena fe 

conforme al sentido corriente que haya de 

atribuirse a los términos del tratado en el contexto 

de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin.

 2.  Para los efectos de la interpretación de un tratado, 

el contexto comprenderá, además del texto, 

incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo 

que se refiera al tratado y haya sido concertado 

entre todas las partes con motivo de la celebra-

ción del tratado; b) todo instrumento formulado 

por una o más partes con motivo de la celebración 

del tratado y aceptado por las demás como 

instrumento referente al tratado.

 3.  Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en 

cuenta: a) todo acuerdo ulterior entre las partes 

acerca de la interpretación del tratado o de la 

aplicación de sus disposiciones; b) toda práctica 

ulteriormente seguida en la aplicación del tratado 

por la cual conste el acuerdo de las partes acerca 

de la interpretación del tratado; c) toda forma 

pertinente de derecho internacional aplicable en 

las relaciones entre las partes.

 4.  Se dará a un término un sentido especial si consta 

que tal fue la intención de las partes.

 32.  Medios de interpretación 

   complementarios.

 Se podrá acudir a medios de interpretación 

complementarios, en particular a los trabajos 

preparatorios del tratado y a las circunstancias de su 

celebración, para confirmar el sentido resultante de 

la aplicación del artículo 31 o para determinar el 

sentido cuando la interpretación dada de 

conformidad con dicho artículo: a) deje ambiguo u 

oscuro el sentido; o b) conduzca a un resultado 

manifiestamente absurdo o irrazonable.

De las reglas de Viena se puede concluir que existe 

una clara tendencia hacia la interpretación textual 

(Novak Talavera 2013, 74), lo cual, por la especial 

naturaleza de los tratados, parece sensato. En 

efecto, resultaría altamente complejo que los 

Estados, luego de las mesas de trabajos, las 

negociaciones, las firmas y otros actos propios del 

proceso convencional, pretendan dotar de un 

contenido distante del texto finalmente con-

ciliado.

Ahora bien, a la luz de los artículos indicados, no es 

exacto concluir que la Convención de Viena 

consagra la interpretación textual como único y 

exclusivo método de interpretación. Se trata, más 

bien, de una regla de prioridad: si el texto es claro, 

no se debe buscar más (Villiger, citado en Novak 

Talavera 2013, 74). Esta tendencia que ha sido 

ratificada en opiniones consultivas donde se 

aprecia la siguiente idea: "La Corte considera que 

la disposición es suficientemente clara; por 

consiguiente, sigue la práctica constante de la 

Corte Permanente de la Justicia Internacional y 

declara que no hay motivo para recurrir a los 

trabajos preparatorios a fin de interpretar su 

significado" (Naciones Unidas 1992, 14).

Mención especial merecen los medios de 

interpretación complementarios, que son, en la 

línea de lo mencionado, un mecanismo que 

permite encontrar el sentido común y ordinario de 

los textos. Así, si las reglas primarias no resultan 

suficientes, las actas donde consten las interven-

ciones de las delegaciones podrán contribuir a 

esclarecer el sentido de algún artículo de la 

convención. Una vez más, ello será pertinente 

siempre que el texto no sea lo suficientemente 

claro.

1  Interpretación de las convenciones

⁵ Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (1969), conocida como el "tratado de los tratados".

15

La extinción de dominio en el marco de los estándares e instrumentos internacionales



2   El decomiso sin condena en las convenciones

    de Viena y Palermo

2.1  Convención de Viena

En el preámbulo de esta convención encontramos 

lo siguiente:

  Conscientes de que el tráfico ilícito genera 

considerables rendimientos financieros y grandes 

fortunas que permiten a las organizaciones 

delictivas transnacionales invadir, contaminar y 

corromper las estructuras de la administración 

pública, las actividades comerciales y financieras 

lícitas y la sociedad a todos sus niveles,

  Decididas a privar a las personas dedicadas al 

tráfico ilícito del producto de sus actividades 

delictivas y eliminar así su principal incentivo para 

tal actividad,

Del texto transcrito se advierte la preocupación de 

los Estados por las fortunas que genera la 

actividad delictiva de tráfico de drogas, así como la 

intención de privar a las organizaciones criminales 

de esas ganancias.

Dentro de los artículos de la convención 

encontramos las siguientes referencias:

  Artículo 1. Definición

  […] 

  f) Por "decomiso" se entiende la privación con 

carácter definitivo de algún bien por decisión de 

un tribunal o de otra autoridad competente.

  Artículo 5. Decomiso.

  1. Cada una de las Partes adoptará las medidas 

que sean necesarias para autorizar el decomiso: a) 

del producto derivado de delitos tipificados de 

conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, o de 

bienes cuyo valor equivalga al de ese producto;

A partir de los artículos identificados, surge la 

siguiente pregunta: ¿el decomiso al que se refiere 

la Convención de Viena es, o puede ser, el decomi-

so sin condena? Para responderla, consideramos 

importante, aunque parezca obvio, situarnos en 

1988, momento en el que, si bien algunas 

legislaciones comenzaron a desarrollar reglas 

sobre el decomiso en el marco del proceso penal⁶, 

estas aún se encontraban en una etapa experi-

mental (Naciones Unidas 1999, 98). Así las cosas, 

difícilmente podría haberse promovido con 

claridad teórica la posibilidad del decomiso sin 

condena.

Adicionalmente, no debe perderse de vista que el 

apartado a) del numeral 4 del artículo 3 de la 

Convención de Viena reconoce el decomiso como 

una sanción⁷ (Naciones Unidas 1999, 98):

  4. a) Cada una de las Partes dispondrá que por la 

comisión de los delitos tipificados de conformidad 

con el párrafo 1 del presente artículo se apliquen 

sanciones proporcionadas a la gravedad de esos 

delitos, tales como la pena de prisión u otras 

formas de privación de libertad, las sanciones 

pecuniarias y el decomiso.

 

Por lo expuesto, desde nuestra óptica, una lectura 

en los términos de la Convención de Viena (1969) 

sobre el derecho de los tratados recomendaría 

una interpretación restrictiva, según la cual el 

decomiso al que se hace referencia es un 

decomiso penal.

Adicionalmente, si revisamos las actas de las 

jornadas preparatorias, encontraremos que la 

propuesta del artículo 5 (que, antes de la redacción 

final, era el artículo 3) tenía el siguiente texto:

  Ar t í cu lo  3 .  Ident ificac ión ,  loca l i zac ión , 

congelación, incautación y confiscación del 

producto del tráfico ilícito

⁶ En el Perú se encontraba vigente el Código Penal de 1924, conocido como Código de Maurtua, en el que se hacía referencia a la confiscación 

  como una de las medidas aplicables en el marco del proceso penal. 

⁷ El decomiso como sanción no constituye una premisa sobre la cual se erige la extinción de dominio, entendida como decomiso sin condena.
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  9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo 

afectará al principio de que las medidas que en él 

se prevén serán definidas y aplicadas de 

conformidad con el derecho interno de cada una 

de las Partes, y con arreglo a lo dispuesto en él.

Esta regla, en estricto, no constituye un com-

promiso ni una obligación, sino un recordatorio de 

la posibilidad soberana de cada Estado Parte de 

regular las medidas vinculadas al decomiso en 

armonía con su derecho interno. En ese sentido, en 

nuestra opinión, los trabajos preparatorios 

evidencian un tránsito desde un intento de 

incorporar un requisito obligatorio para los 

Estados hasta la inclusión de una fórmula general 

de remisión a la decisión de estos.

Así las cosas, desde nuestra lectura, cuando la 

Convención de Viena hace referencia al decomiso, 

alude al decomiso penal, no a alguna forma de 

decomiso sin condena.

2.2  Convención de Palermo

La situación en la Convención de Palermo sigue la 

misma lógica, en tanto recoge una definición y un 

desarrollo del decomiso similares a los de la 

Convención de Viena (en el artículo 2, literal g, y en 

el artículo 12, respectivamente). Es decir, no 

contempla una forma alternativa al decomiso en el 

marco del proceso penal.

En los trabajos preparatorios (Naciones Unidas 

2008), no hemos encontrado una referencia exacta 

a discusiones sobre el decomiso sin condena. Sin 

embargo, existen referencias bibliográficas que 

dan cuenta de que sí hubo discusiones sobre su 

inclusión, aunque finalmente se prefirió una 

concepción tradicional.

Esa ausencia de reconocimiento expreso ha 

permitido al Tribunal Constitucional peruano 

sostener que la extinción de dominio no es una 

figura prevista en esta convención (Tribunal 

Constitucional del Perú 2025).

  […]

  3. Teniendo debidamente en cuenta sus sistemas 

constitucional, jurídico y administrativo, cada una 

de las Partes:

  […]

  b) Dará autorización para que un tribunal de la 

jurisdicción penal o civil disponga la confiscación 

del producto, esté o no dicho producto sometido 

a una orden de congelación o incautación:

  […]

  ii) Aunque no exista ningún enjuiciamiento o 

condena, cuando el tribunal, a petición de la Parte 

o, de otra Parte, considere que hay pruebas 

suficientes de que el propietario sabía que el 

producto procedía directa o indirectamente del 

tráfico ilícito en alguna jurisdicción o de que era 

utilizado para dicho tráfico en alguna jurisdicción.

Esta redacción, que promovía la ejecución de 

incautaciones o confiscaciones aun cuando no 

existiera enjuiciamiento ni condena, pero sí 

pruebas suficientes de la vinculación ilícita, fue 

rechazada en las jornadas preparatorias (Naciones 

Unidas 1994, 19). Así se desprende de sus actas, 

donde se encuentra la siguiente anotación:

  101. Varios representantes consideraron 

inaceptable lo dispuesto en cuanto al decomiso 

del producto en casos en que no existiera ningún 

juicio ni condena, dado el carácter fundamental 

que se atribuía al derecho de propiedad en sus 

países, donde estaba garantizado por la 

Constitución y las leyes. Esa disposición se 

consideró además contraria al principio de la 

presunción de inocencia.

En razón de lo expuesto, el apartado ii) del inciso b) 

del párrafo 3 del artículo 3 inicial de la Convención 

de Viena, que de alguna manera podría estar 

relacionado con el decomiso sin condena, fue 

retirado.

Ahora bien, es cierto que el numeral 9 del artículo 5 

de la Convención recoge una fórmula general en 

los siguientes términos:
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La Convención de Mérida recoge una regla sobre 

el decomiso sin condena en los siguientes 

términos:

  Artículo 54. Mecanismos de recuperación de 

bienes mediante la cooperación internacional 

para fines de decomiso

  1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia 

judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el 

artículo 55 de la presente Convención con 

respecto a bienes adquiridos mediante la 

comisión de un delito tipificado con arreglo a la 

presente Convención o relacionados con ese 

delito, de conformidad con su derecho interno:

  (…)

  c. Considerará la posibilidad de adoptar las 

medidas que sean necesarias para permitir el 

decomiso de esos bienes sin que medie una 

condena, en casos en que el delincuente no pueda 

ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o 

ausencia, o en otros casos apropiados.

A diferencia de las convenciones mencionadas 

anteriormente, en la Convención de Mérida sí 

encontramos una referencia al decomiso sin 

condena. Por ello, suele indicarse que el artículo 

54.1.c constituye el punto de partida y el único 

instrumento que contiene dicho instituto de forma 

expresa (Iniciativa StAR 2009, 15; Santander Abril 

2018, 93).

Esa referencia al decomiso sin condena ha llevado 

a cierto sector de la doctrina a indicar que allí 

estaría la base convencional de la extinción de 

dominio peruana (Castillo León 2023) o que esta 

última materializa el compromiso internacional allí 

reconocido (Sala de Apelaciones de Lima 2026). A 

continuación, abordaremos ambas cuestiones. 

¿El artículo 54.1.c de la Convención de Mérida 

recoge un compromiso internacional de 

implementar un proceso de decomiso sin 

condena? 

Para dar respuesta a la interrogante, se debe tener 

en cuenta que la Convención se estructura en tres 

tipos de disposiciones: a) requisitos obligatorios, 

que implican la obligación de adoptar medidas 

legislativas o de otra índole; b) requisitos 

facultativos, relacionados con la obligación de 

considerar su cumplimiento; y c) medidas 

facultativas, que son disposiciones que los Estados 

parte tal vez deseen aplicar (UNODC 2012a, 1). El 

artículo 54.1.c forma parte del segundo grupo 

(UNODC 2012a, 232). En ese sentido, de plano, 

podemos sostener que no existe un deber u 

obligación de implementación.

Esta lógica, además de estar reconocida en las 

guías (UNODC 2012a), emerge del propio texto de 

los apartados del numeral 1 del artículo 54. Así, los 

apartados a) y b) inician con el verbo "adoptará", a 

diferencia del apartado c), cuyo tenor comienza 

con la frase "considerará la posibilidad de 

adoptar". Ello, en términos del Tribunal Consti-

tucional, evidencia que de la Convención no se 

deriva una obligación de prever esas reglas 

(Tribunal Constitucional del Perú 2012). En todo 

caso, lo que se exige a los Estados es dar 

explicaciones (una obligación de justificar), pero 

resulta válido que, luego de "considerarlo", 

decidan no implementar la medida.

En consecuencia, a partir de lo mencionado, desde 

nuestra óptica, está claro que la implementación 

de alguna forma de decomiso sin condena no es 

una obligación convencional derivada del artículo 

indicado.

Ahora bien, ¿el artículo 54.1.c de la Convención de 

Mérida recoge o constituye la base de la extinción 

de dominio peruana?

En nuestra opinión, no debe perderse de vista que 

este artículo identifica los escenarios para aplicar 

el decomiso sin condena en el contexto allí 

3  El decomiso sin condena en la Convención de Mérida
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reconocido. Estos son el fallecimiento, la fuga o la 

ausencia del delincuente; es decir, supuestos en 

los que el proceso penal ya no puede continuar, lo 

que evidencia una clara subsidiariedad de la 

herramienta. Ahora bien, es cierto que el artículo 

utiliza la fórmula "o en otros casos apropiados"; sin 

embargo, estos "otros" deben guardar la misma 

lógica  que los  supuestos  mencionados 

previamente, como la prescripción u otros de 

naturaleza análoga, cuya nota esencial es que el 

delincuente no pueda ser enjuiciado (UNODC 

2012a, 224).

Por lo expresado, el Tribunal Constitucional es 

impreciso al mencionar que la Convención de 

Mérida reconoce la extinción de dominio (Tribunal 

Constitucional del Perú 2025). Consideramos que 

lo correcto sería señalar que reconoce el decomiso 

sin condena o, en todo caso, que hace referencia a 

la derogada pérdida de dominio, dado que la 

característica esencial de la extinción de dominio 

–que el propio Tribunal Constitucional identifica 

en el fundamento jurídico 76 de su sentencia– es la 

autonomía, la cual no se reconoce en la Conven-

ción de Mérida.

Ahora bien, un aspecto trascendente, que suele 

dejarse de lado, es la sistemática de la Convención 

de Mérida. El artículo 54 no reconoce esta 

herramienta como un mecanismo interno de 

recuperación de activos ꟷmateria regulada en el 

artículo 31ꟷ, sino, como su propio texto indica, 

como parte de los "mecanismos de recuperación 

de bienes mediante la cooperación internacional 

para fines de decomiso". Es decir, lo que la 

Convención de Mérida solicita a los Estados es que 

consideren la posibilidad de implementar 

mecanismos que permitan ejecutar sentencias de 

decomiso, con o sin condena, que reciban en su 

calidad de Estados requeridos. Esto se desprende 

del propio numeral 1 del artículo 54, que indica 

que los mecanismos previstos en los apartados a), 

b) y c) se implementan "a fin de prestar asistencia 

judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el 

artículo 55 de la presente Convención". Para ello, 

no es necesario implementar una ley de extinción 

de dominio en sede nacional, sino que bastaría 

con establecer un procedimiento para ejecutar 

este tipo de decisiones.

Sobre este último particular, es posible que se 

sostenga que la extinción de dominio no nece-

sariamente emerge del artículo 54.1.c de la 

Convención de Mérida, sino del artículo 31, donde, 

si bien se identifica el "decomiso", ello no excluiría 

la posibilidad de interpretar que se hace referencia 

tanto al decomiso penal como al decomiso sin 

condena. Aquí, una vez más, corresponde acudir a 

la regla de interpretación de los tratados: si la 

propia Convención ha identificado el "decomiso" y 

el "decomiso sin que medie condena" como dos 

supuestos diferenciables en el marco de su texto, 

resulta inadecuado fusionarlos.

En consecuencia, la extinción de dominio, como 

señala el Tribunal Constitucional, ha sido imple-

mentada de buena fe o, en todo caso, en atención 

a la recomendación 4 del GAFI, pero no como 

resultado de un deber internacional emanado del 

derecho internacional público, pues este no existe 

(Tribunal Constitucional del Perú 2025).
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En primer lugar, es fundamental precisar que, si bien la extinción de 

dominio en el Perú se ha desarrollado en sintonía con la lógica de las 

convenciones de Viena, Palermo y Mérida, su validez jurídica no depende 

de una subordinación jerárquica a dichos tratados. Sostener que una 

herramienta político-criminal requiere de un "permiso" o reconocimiento 

previo en el plano internacional para ser constitucionalmente válida en 

sede nacional constituye un error de interpretación sobre la soberanía 

legislativa. La legitimidad de esta figura no emana del cumplimiento de un 

mandato supranacional, sino de su capacidad para responder a la 

necesidad interna de combatir el crimen organizado y proteger el orden 

público económico, con observancia de los límites constitucionales 

correspondientes.

Desde una perspectiva de política criminal, el proceso de creación de 

estándares internacionales suele seguir una lógica ascendente. 

Históricamente, son los Estados los que, ante la ineficacia de los 

mecanismos tradicionales, diseñan e implementan herramientas 

disruptivas en sus fueros domésticos. Cuando estas innovaciones 

demuestran ser buenas prácticas, con resultados tangibles en la 

recuperación de activos ilícitos, comienzan a ser observadas por la 

comunidad internacional.

Bajo esta premisa, la promoción y eventual aceptación global de una 

figura jurídica constituye la etapa final de un ciclo que inicia con la 

experimentación local. Una vez que estas herramientas domésticas se 

consolidan y demuestran su eficacia, se transforman en estándares que, 

posteriormente, pueden ser codificados en tratados o convenciones. En 

consecuencia, la extinción de dominio en el Perú posee una existencia 

plenamente justificada por su finalidad constitucional y no necesita tener 

como fuente originaria de legitimidad o validez un instrumento 

internacional.

A partir de lo expresado en las presentes líneas, defendemos la idea de 

que la extinción de dominio peruana no tiene base directa en las 

convenciones de Viena, Palermo y Mérida ni ha sido emitida en 

cumplimiento de estas. Sin embargo, como lo hemos sostenido en otro 

lugar (Basel Institute on Governance 2024), dicha circunstancia nada dice 

sobre la validez de su existencia o legitimidad, ni la invalida ni merma su 

justificación.

4  Excurso:

    ¿sin convenciones no hay extinción?
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Conclusiones

٠ Las convenciones de Viena (1988) y Palermo (2000) demuestran que el decomiso 

sin condena fue expresamente debatido y, en el caso de Viena, rechazado por 

colisionar con conceptos tradicionales de propiedad y presunción de inocencia de 

diversos Estados. Por tanto, no existe en estos instrumentos un mandato que 

obligue a crear un sistema de extinción de dominio autónomo ni que lo sustente 

directamente.

٠ La Convención de Mérida (2003) menciona el decomiso sin condena en su artículo 

54.1.c, pero lo hace bajo una fórmula de requisito facultativo. Además, está previsto 

como un mecanismo de cooperación internacional en escenarios de imposibilidad 

de enjuiciamiento (fallecimiento, fuga o ausencia), lo que dista de la autonomía y el 

carácter real que definen la extinción de dominio en el modelo peruano actual.

٠ La ausencia de una base convencional directa no invalida ni deslegitima la 

existencia del Decreto Legislativo 1373. La potestad del Estado peruano para 

diseñar herramientas de política criminal es soberana, independientemente de si 

los tratados internacionales las imponen o no como una obligación de 

cumplimiento.
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